
TITULO III 
AUTORIDADES MIGRATORIAS 

CAPÍTULO I 
CONSEJO NACIONAL DE MIGRACIÓN 

 
ARTÍCULO 9.- 
Créase el Consejo Nacional de Migración, como órgano asesor del Poder Ejecutivo, del Ministerio de 
Gobernación y Policía y de la Dirección General de Migración y Extranjería. 
 
ARTÍCULO 10.- 
El Consejo estará integrado de la siguiente manera: 

1) El ministro o la ministra de Gobernación y Policía, quien lo presidirá. 
2) El ministro o la ministra de Relaciones Exteriores y Culto. 
3) El ministro o la ministra de Trabajo y Seguridad Social. 
4) El ministro o la ministra de Planificación Nacional y Política Económica. 
5) El ministro o la ministra de Salud. 
6) El ministro o la ministra de Educación. 
7) El director o la directora general de Migración y Extranjería. 
8) El presidente ejecutivo o la presidenta ejecutiva del Instituto Costarricense de Turismo. 
9) El presidente ejecutivo o la presidenta ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. 
10) Dos personas representantes de las organizaciones de la sociedad civil, vinculadas al tema 

migratorio, nombradas por la Defensoría de los Habitantes, según se establezca en el Reglamento 
de esta Ley. 

Cuando el ministro, presidente ejecutivo o director no pueda asistir a las sesiones del Consejo, deberá 
designar a un funcionario de su dependencia para que lo represente. 
Las personas miembros del Consejo, excepto el director de migración o su representante, devengarán 
dietas por su asistencia a las sesiones; para ello, se ajustarán a las disposiciones de la Ley contra la 
corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, N. º 8422.  El monto, los incrementos y el 
número de estas dietas serán iguales a los que el Poder Ejecutivo determine para las personas miembros 
de las juntas directivas de las instituciones autónomas. 
 
ARTÍCULO 11.- 
Serán funciones del Consejo las siguientes: 

1) Recomendar al Poder Ejecutivo la política migratoria y las medidas y acciones necesarias para su 
ejecución, orientadas a la promoción de los derechos humanos de las personas migrantes en 
coordinación con instituciones públicas, los organismos internacionales y las organizaciones 
sociales; las modificaciones de la legislación migratoria o de materias conexas que considere 
necesarias o convenientes. 

2) Divulgar información sobre materia migratoria que permita impulsar programas y proyectos 
favorables para la integración social de las personas extranjeras que residan en el país, como 
sujetos activos en el desarrollo nacional. 

3) Recomendar, a la Dirección de Migración y Extranjería, el diseño de acciones y programas dirigidos 
a la población costarricense residente en el exterior tendiente a vincularla efectivamente al país; 
el desarrollo de acciones que eviten la discriminación y cualquier forma de violencia contra la 
población extranjera que habita en Costa Rica. 

4) Promocionar la participación de la sociedad civil en el proceso de formulación y ejecución de las 
políticas migratorias. 



5) Asesorar a la Dirección General acerca de los proyectos de integración que se ejecuten para 
atender las necesidades de la población migrante. 

6) Coordinar en su seno las acciones públicas que en materia migratoria desarrollan cada una de las 
instituciones representadas en el Consejo de Migración, así como del resto del sector público. 

7) Nombrar y destituir a los miembros propietarios y suplentes del Tribunal Administrativo 
Migratorio. 

Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá convocar a cualquier persona física o jurídica, 
grupo étnico u organismo internacional relacionado con algún tema en discusión.  Siempre que esté 
involucrado un menor de edad, el Consejo convocará a un representante del Patronato Nacional de 
la Infancia (PANI), a efectos de garantizar el respeto de los derechos consagrados en el Código de la 
Niñez y la Adolescencia. 

 
 

CAPÍTULO II 
DIRECCIÓN GENERAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA 

 
ARTÍCULO 12.- 
La Dirección General de Migración y Extranjería, que para los efectos de la presente Ley se denomina 
Dirección General, será un órgano de desconcentración mínima adscrito al Ministerio de Gobernación y 
Policía; además, será el ejecutor de la política migratoria que dicte el Poder Ejecutivo, con las 
competencias y las funciones que le señalan la presente Ley y su Reglamento. 
 
ARTÍCULO 13.- 
Serán funciones de la Dirección General, desarrolladas en el contenido de la presente Ley y su Reglamento, 
las siguientes: 

1) Autorizar, denegar y fiscalizar el ingreso, la permanencia y el egreso legal de las personas 
extranjeras al país.  Para dicho efecto, emitirá las directrices generales de visas de ingreso 
correspondientes. 

2) Rechazar, en forma razonada, las solicitudes de ingreso de las personas extranjeras que no 
cumplan los requisitos exigidos por la presente Ley. 

3) Registrar el movimiento internacional de las personas y elaborar los datos estadísticos 
correspondientes, desagregados por sexo, nacionalidad, edad y categoría migratoria.  Tendrá el 
deber de intercambiar con otros entes del Estado, a efectos de desarrollar un control migratorio 
integral. 

4) Crear y mantener actualizado un registro general de las personas extranjeras que cuenten con 
autorización para la permanencia legal en el país. 

5) Inspeccionar los medios de transporte nacional e internacional, con el fin de aplicar la normativa 
migratoria vigente. 

6) Impedir la salida del territorio nacional o de las aguas territoriales, a los medios de transporte 
internacional, cuyos pasajeros o personal no cumplan las obligaciones de la presente Ley; 
igualmente, cuando lo haya ordenado una autoridad jurisdiccional. 

7) Inspeccionar los lugares de trabajo y alojamiento, excepcionalmente y cuando exista causa 
justificada, a fin de verificar el cumplimiento de la presente Ley y su Reglamento. 

8) Autorizar por un plazo hasta de dos años, prorrogables a otros dos, el ingreso de trabajadores 
extranjeros a territorio nacional. 

9) Impedir el ingreso o egreso de personas extranjeras, o el egreso de nacionales, cuando exista 
algún impedimento o incumplan los requisitos establecidos al efecto por la legislación vigente. 



10) Formular planes, programas y proyectos presupuestarios para el ejercicio de sus atribuciones y 
presentarlos ante las instancias que determine el Poder Ejecutivo. 

11) Ejecutar la apertura de fideicomisos previamente autorizados por la Junta Administrativa. 
12) Otorgar, cuando corresponda, la autorización de ingreso y permanencia a las personas extranjeras 

que pretendan realizar espectáculos públicos. 
13) Ejecutar la política migratoria de conformidad con la Constitución Política y los tratados 

internacionales vigentes en materia de derechos humanos. 
14) Delegar y avocar, en caso necesario, facultades de su competencia, cuando con ello se faciliten 

los servicios que debe prestar. 
15) Aprobar los cambios de categorías y subcategorías migratorias, y otorgar las prórrogas de 

permanencia de conformidad con la presente Ley. 
16) Declarar ilegal el ingreso o la permanencia de personas extranjeras en el país. 
17) Cancelar, mediante resolución razonada, la permanencia legal de personas extranjeras en el país, 

cumpliendo las normas del debido proceso.  Asimismo, dictar tal declaratoria cuando se constate 
la vinculación de personas extranjeras a la comisión de hechos delictivos de naturaleza dolosa. 

18) Ordenar la deportación de personas extranjeras y ejecutar las órdenes de expulsión. 
19) Otorgar y renovar los documentos que acrediten la permanencia migratoria legal de personas 

extranjeras, incluso de las personas cuya condición de apátridas sea determinada por el Ministerio 
de Relaciones Exteriores y Culto. 

20) Fijar el monto real de los depósitos de garantía determinados por la presente Ley, tomando en 
consideración, para ello, el valor del boleto aéreo, terrestre o marítimo al país de origen del 
usuario, cotizado en temporada alta.  Exonerar, por resolución fundada, los casos en que a criterio 
de la Dirección General proceda dicha exoneración. 

21) Definir y ejecutar los proyectos de integración financiados por el Fondo Especial de Migración y 
el Fondo Social Migratorio. 

22) Habilitar o clausurar puestos migratorios para el ingreso o el egreso internacional de personas, 
así como autorizar el ingreso a territorio nacional, mediante resolución fundada, de una persona 
extranjera que no cumpla o no alcance a cumplir los requisitos de ingreso establecidos en los 
procesos ordinarios. 

23) Otorgar documentos migratorios a las personas nacionales y extranjeras.  
24) Autorizar la salida del país de su personal, cuando este deba realizar viajes en razón de las 

funciones propias de su cargo. 
25) Coordinar, con las demás autoridades públicas, las acciones que garanticen la aplicación de la 

presente Ley y su Reglamento. 
26) Presentar ante la Comisión de Visas Restringidas y de Refugio las solicitudes de dicha condición. 
27) Comunicar las resoluciones de la Comisión de Visas Restringidas y Refugio. 
28) Trasladar, al Tribunal Administrativo Migratorio, los recursos que sobre exclusión, cesación, 

revocación y cancelación de la condición de refugiado dicte la Comisión de Visas Restringidas y 
Refugio, de conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Convención de Refugio de 1951 
y su Protocolo de 1967. 

29) Incluir en la Memoria anual del Ministerio de Gobernación y Policía y remitir ante el Consejo, 
independientemente de otros temas, un informe detallado sobre la política y la gestión 
migratorias puestas en ejecución. 

30) Promover la integración de las personas migrantes al seno de la sociedad costarricense, así como 
de los costarricenses radicados en el exterior. 

31) Habilitar o clausurar centros de aprehensión para personas extranjeras sujetas de deportación en 
el territorio nacional. 



32) Llevar un control permanente sobre pasaportes en blanco, pasaportes emitidos, pasaportes 
reportados como perdidos, duplicados de pasaportes y renovación de pasaportes. 

33) Verificar el pago de los derechos fiscales que deben abonarse de acuerdo con la naturaleza de los 
trámites. 

34) Repatriar a los costarricenses ubicados en el exterior, cuando causas humanitarias así lo ameriten, 
así como, repatriar a los costarricenses declarados muertos en el exterior, siempre y cuando los 
familiares no puedan sufragar, por necesidad extrema, los costos de traslado del cuerpo.  En 
ambos casos, previa resolución fundada. 

35) Informar a las entidades supervisoras del sistema financiero las políticas migratorias, en especial 
las relacionadas con los estatus migratorios y los documentos de identificación. 

36) Las demás que tengan relación directa con la dirección y el control del movimiento migratorio en 
el país, resolviendo discrecionalmente y mediante resolución motivada los casos cuya 
especificidad deban ser resueltos de manera distinta de lo señalado por la tramitología general. 

 
CAPÍTULO III 

DIRECCIÓN Y SUBDIRECCIÓN GENERALES 
 
ARTÍCULO 14.- 
Quien ocupe la Dirección General y la Subdirección General de Migración y Extranjería, que para los 
efectos de la presente Ley se denominan director general y subdirector general, serán funcionarios o 
funcionarias de libre nombramiento del ministro o la ministra de Gobernación y Policía.  El director general 
y el subdirector general serán los representantes de la Dirección General, deberán ser profesionales con 
el grado mínimo de licenciatura, debidamente incorporados al colegio profesional respectivo, cuando la 
carrera así lo exija, y ser de reconocida solvencia moral.  El director general será el superior jerárquico de 
la Dirección General y el funcionario competente para ejercer y coordinar las funciones de ese órgano.  El 
subdirector general desempeñará las tareas específicas que le asigne el director general y lo sustituirá 
durante sus ausencias temporales. 
Será deber de la Dirección General ejercer el control y la integración migratorias mediante la atención a 
las infracciones de la presente Ley y a los derechos y las libertades de las personas migrantes; también 
será responsable de la divulgación y la promoción de sus derechos. 
 

CAPÍTULO IV 
POLICÍA PROFESIONAL DE MIGRACIÓN Y EXTRANJERÍA 

 
ARTÍCULO 15.- 
La Policía Profesional de Migración y Extranjería será un cuerpo policial especializado de la Fuerza Pública; 
estará adscrito a la Dirección General de Migración y Extranjería y será regido por la Ley general de policía, 
N. º 7410, de 26 de mayo de 1994, y sus reformas.  Este cuerpo policial tendrá competencia específica 
para controlar y vigilar el ingreso de personas al territorio nacional, o el egreso de él, así como la 
permanencia y las actividades que en el territorio nacional llevan a cabo las personas extranjeras, de 
conformidad con las disposiciones de la presente Ley y su Reglamento. 
Operativamente, estará a cargo del director general, cuyas instrucciones, órdenes y directrices serán de 
acatamiento obligatorio.  La organización, las funciones, los grados y las obligaciones de la Policía 
Profesional de Migración y Extranjería se establecerán vía reglamento; asimismo, este cuerpo normativo 
conformará una junta policial, que tendrá una función asesora ante el director, sobre la marcha y 
administración de dicho cuerpo policial. 
 
 



ARTÍCULO 16.-  
La Policía Profesional de Migración y Extranjería tendrá competencia en todo el territorio de la República, 
así como en las misiones oficiales que en razón de su cargo tengan que ejercer fuera de él, de conformidad 
con lo dispuesto en los tratados y convenios internacionales suscritos y ratificados por el país en esta 
materia.  Sus integrantes estarán habilitados para ejercer sus funciones las veinticuatro horas del día y 
tendrán fe pública para efectos de notificación, citación y confección de actas, y para todos los propósitos 
de la aplicación de la presente Ley y su Reglamento. 
 
ARTÍCULO 17.- 
El personal de la Policía Profesional de Migración y Extranjería estará sujeto a la presente Ley y su 
Reglamento, a la Ley general de policía y su Reglamento, y a la Ley general de la Administración Pública, 
en lo aplicable a ese cuerpo policial, sin perjuicio de los derechos laborales adquiridos. 
Quienes ocupen la jefatura y la sub-jefatura de la Policía Profesional de Migración y Extranjería serán 
empleados de confianza nombrados por el director general de Migración y Extranjería, deberán cumplir 
los requisitos que para su cargo se establecen en la Ley general de policía y su Reglamento, y 
desempeñarán las tareas específicas que este les asigne.  La organización, la cadena de mando y sus signos 
distintivos serán definidos en el reglamento respectivo. 
 
ARTÍCULO 18.-  
Las personas miembros de la Policía Profesional de Migración y Extranjería, debidamente identificadas, 
deberán: 

1) Velar por el estricto cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y su Reglamento, de la Ley 
general de policía y su Reglamento, destacándose su rol como garantes de las personas 
extranjeras que tienen bajo su competencia. 

2) Realizar, con pleno respeto a los derechos humanos, el control migratorio durante el ingreso de 
personas al territorio nacional y su egreso de él, así como sobre las actividades de las personas 
extranjeras que habitan en el país, verificando el cumplimiento de los requisitos establecidos en 
la presente Ley; asimismo, realizar investigaciones sobre los delitos de tráfico y trata de personas, 
así como de cualquier otra infracción de naturaleza migratoria como órgano auxiliar del Ministerio 
Público. 

3) Solicitar documentos de identificación de las personas, para determinar su condición migratoria, 
y realizar estudios sobre la veracidad de dichos documentos. 

4) Ejecutar el rechazo, la deportación y la expulsión de las personas extranjeras, cuando 
corresponda, de conformidad con el proceso reglado por la presente Ley. 

5) Efectuar el control migratorio de las personas extranjeras en cualquier lugar del país y en los 
medios de transporte nacional, internacional y particular, con el propósito de verificar su 
condición migratoria. 

6) Controlar, en cualquier lugar del país, el embarque o desembarque de pasajeros, tripulantes y del 
personal de dotación de medios de transporte internacional y nacional. 

7) Ejecutar las ordenanzas, disposiciones y resoluciones de la Dirección General, el Tribunal 
Migratorio Administrativo, así como cualquier otra dictada por autoridades jurisdiccionales 
costarricenses. 

8) Efectuar, previa autorización del director general, inspecciones en hoteles, pensiones, casas de 
alojamiento, casas de huéspedes, moteles o establecimientos similares y lugares de trabajo, los 
cuales serán definidos reglamentariamente.  Se exceptúan las habitaciones privadas, salvo que se 
haya emitido una orden de allanamiento, conforme a la legislación nacional, con el fin de 
determinar la condición migratoria de las personas extranjeras. 



9) Ejercer control migratorio a los extranjeros no residentes en el país que realicen espectáculos 
públicos, con el propósito de verificar la autorización expresa para realizar tal actividad, así como 
su situación migratoria. 

10) Levantar las actas correspondientes por infracciones a la presente Ley. 
11) Entrevistar a los presuntos infractores de esta Ley y hacer constar sus manifestaciones, así como 

permitirles la comunicación con sus representantes legales o sus familiares. 
12) Aprehender, por un plazo máximo de veinticuatro horas, a personas extranjeras para efectos de 

verificar su condición migratoria; transcurrida este plazo, deberá iniciarse el proceso migratorio 
correspondiente, caso contrario se ordenará su liberación inmediata.  Dicho plazo podrá ser 
ampliado en situaciones calificadas y mediante resolución debidamente justificada por el director 
general. 

13) Trasladar al centro de aprehensión de personas extranjeras sujetas a deportación, a toda persona 
migrante cuando en su contra se tramite o deba ejecutarse una deportación o una expulsión.  Para 
ello, deberá presentar a dicha persona junto al parte policial correspondiente. 

14) Custodiar, cuando así lo ordene la citada Dirección General, a las personas extranjeras que hayan 
sido autorizadas a ingresar al país y permanecer en él en calidad de tránsito, con el objeto de 
garantizar su egreso del territorio nacional. 

15) Actuar con la diligencia debida para asistir y proteger a las víctimas del delito de trata de personas, 
así como a las personas cuya vida o seguridad esté o haya sido puesta en peligro, a consecuencia 
de haber utilizado las vías del tráfico ilícito de migrantes.  Para tal efecto, coordinará sus acciones 
con las autoridades correspondientes que determine esta Ley y su Reglamento, y la demás 
normativa conexa. 

16) Impedir la salida del territorio nacional o de las aguas territoriales, a las personas y los medios de 
transporte internacional, cuando sus pasajeros o su personal incumplan las obligaciones 
impuestas por la presente Ley y su Reglamento, o cuando así lo ordene una autoridad judicial. 

17) Notificar citaciones o cualquier otro documento que les ordene la Dirección General. 
18) Ejecutar las disposiciones del Poder Ejecutivo relativas a las restricciones de ingreso al país de 

determinadas personas extranjeras o grupos extranjeros. 
19) Acatar las directrices que la Dirección General emita para el cumplimiento de la presente Ley y su 

Reglamento, desempeñando labores de control y de gestión administrativa, cuando a criterio de 
la Dirección General tal intervención sea necesaria para el funcionamiento correcto del servicio 
público. 

20) Investigar la situación migratoria de las personas trabajadoras extranjeras; para ello, podrán 
ingresar a los centros de trabajo en horas laborales, revisar pasaportes, cédulas de residencia, 
permisos de trabajo, así como cualquier otro documento de identificación, a fin de comprobar 
infracciones contra la presente Ley y su Reglamento. 

21) Autorizar o denegar el ingreso y egreso de personas extranjeras en los aeropuertos, puertos y 
puestos fronterizos, siguiendo el procedimiento migratorio que se establecerá en el Reglamento 
de la presente Ley. 

22) Autorizar la salida de nacionales del país, siempre y cuando no exista impedimento dictado por 
autoridad judicial competente. 

23) Notificar y coordinar con el PANI, la atención de los casos en los que esté involucrado un niño, 
una niña o un adolescente. 

24) Realizar sus funciones, tanto a nivel nacional como internacional, con base en las potestades que 
le otorga el ordenamiento jurídico; para tales efectos, mantendrá acceso directo con Interpol y 
otros organismos internacionales, para el cumplimiento cabal de sus funciones. 

25) Llevar a cabo actividades preventivas que desestimulen la violencia y la criminalidad en materia 
migratoria. 



26) Realizar investigaciones en el campo migratorio, contra la corrupción y la criminalidad organizada 
transnacional. 

La clasificación anterior no limita las facultades que se deriven de otros artículos de esta Ley o de normas 
contenidas en otros cuerpos legales vigentes.  En el momento de ejercer el control migratorio, la Policía 
Profesional de Migración y Extranjería podrá retener el pasaporte o documento de viaje de la persona 
extranjera con el fin de verificar su condición migratoria, a efectos de poner a la persona a la orden de la 
Dirección General de Migración para que inicie el proceso correspondiente.  En los casos en que se 
requiera, la persona aprehendida deberá ser puesta a la orden de un juez, para que inicie el procedimiento 
penal correspondiente. 
La Policía Profesional de Migración y Extranjería se hará asistir por un cuerpo de profesionales que 
brindarán apoyo para el desempeño de sus funciones, en los mismos términos y las condiciones de la 
Unidad Policial de Apoyo Profesional, creada por la presente Ley. 
 
ARTÍCULO 19.- 
Créase la Unidad Policial de Apoyo Profesional bajo el mando de la Dirección General de Migración y 
Extranjería; estará adscrita a la Policía Profesional de Migración y Extranjería y será un cuerpo policial 
integrado por funcionarios policiales. 
Dicha Unidad técnica operacional estará integrada por profesionales de distintas disciplinas académicas 
incorporados al colegio respectivo, en los casos en que este exista, quienes estarán bajo el Régimen del 
Estatuto Policial. 
La Dirección General de Migración y Extranjería podrá celebrar convenios con las universidades públicas 
y privadas del país para incluir, en la Unidad Policial de Apoyo Profesional, el servicio ad honórem de 
estudiantes universitarios o parauniversitarios cuyo tiempo les será acreditado para su trabajo comunal 
universitario o la práctica profesional.  Estas personas no estarán bajo el Régimen del Estatuto Policial, ni 
gozarán de los beneficios establecidos en el artículo 39 de este. 
Las funciones de la Unidad Policial de Apoyo Profesional serán las siguientes: 

1) Brindar apoyo y asesoramiento a los mandos y a los integrantes de las unidades de la Policía 
Profesional de Migración y Extranjería. 

2) Emitir criterio técnico relativo a las actuaciones policiales, cuando sea requerido o las 
circunstancias lo ameriten. 

3) Brindar apoyo legal policial y profesional policial en los operativos de rutina y en todos los que 
planifique la Policía Profesional de Migración y Extranjería, cuando así lo requiera. 

4) Emitir las recomendaciones necesarias que aseguren el ejercicio de las garantías constitucionales 
y el mantenimiento del orden público y la paz social, cuando así lo soliciten las unidades policiales. 

5) Colaborar con el departamento legal en la tramitación de los recursos de hábeas corpus y de 
amparo, incoados contra los funcionarios policiales. 

6) Otorgar la capacitación legal y técnica requerida por los oficiales policiales. 
7) Todas las labores policiales propias del cargo. 

Los profesionales integrantes de dicha Unidad tendrán derecho a los siguientes incentivos salariales: 
a) Dedicación exclusiva. 
b) Carrera profesional, de acuerdo con la reglamentación vigente en la Dirección General de 

Migración y Extranjería. 
c) Un veinticinco por ciento (25%) a la base por concepto de disponibilidad. 
d) Anualidades, conforme a los parámetros vigentes en la Dirección General de Migración y 

Extranjería. 
e) Riesgo policial, conforme a los parámetros vigentes para los Ministerios de Gobernación y Policía, 

y de Seguridad Pública. 
 



CAPÍTULO V 
AGENTES DE MIGRACIÓN EN EL EXTERIOR 

 
ARTÍCULO 20.- 
La Dirección General de Migración y Extranjería definirá, mediante reglamento, las pautas de interrelación 
con los agentes migratorios en el exterior y coordinará con los Ministerios de Relaciones Exteriores y 
Culto, Comercio Exterior, así como con el ICT y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y los consulados 
de Costa Rica en el exterior, la difusión de la presente Ley, y los aspectos básicos del modelo migratorio 
costarricense. 
Adicionalmente a este esfuerzo, cada consulado deberá estar en capacidad de informar a los usuarios 
extranjeros lo siguiente: 

1) Características generales del país, su organización política, su estructura socioeconómica y su 
sistema educacional. 

2) Incentivos para la atracción de inversión extranjera al país.  Para tales efectos levantará un listado 
de las consultas hechas, las consultas evacuadas y la inversión que por su medio llegó a 
establecerse en el país. 

3) Oportunidades de estudio en Costa Rica, así como de aprendizaje del idioma español. 
4) Requerimiento de personal técnico profesional o científico, así como de trabajadores temporales 

y de empleo doméstico. 
5) Franquicias con las cuales puedan beneficiarse los inmigrantes que ingresen con capital. 
6) Facilidades y seguridad que se ofrecen para la inversión. 
7) Facilidades y beneficios que se ofrecen para las personas extranjeras que sean admitidas en la 

subcategoría de rentistas o pensionadas. 
8) Información sobre el procedimiento para determinar la condición de refugiado y de asilo aplicable 

en Costa Rica. 
 
ARTÍCULO 21.- 
Quienes sean representantes consulares de Costa Rica deberán cumplir funciones de agentes de 
migración en el exterior y estarán obligados a acatar y cumplir las disposiciones de la Dirección General, 
la presente Ley, su Reglamento y las directrices generales de visas de ingreso y permanencia para no 
residentes.  Serán evaluados anualmente mediante la presentación al director general de Migración, de 
un informe de gestión. 
 
ARTÍCULO 22.- 
Las funciones de los agentes de migración en el exterior serán las siguientes: 

1) Recibir y remitir a la Dirección General, cuando corresponda, las solicitudes de personas 
extranjeras que deseen ingresar a Costa Rica o residir en ella, según las categorías y subcategorías 
migratorias establecidas en la presente Ley.  La inobservancia de esta norma constituirá falta 
grave.  La falta del funcionario consular no otorga ningún derecho al peticionario. 

2) Otorgar, cuando proceda, las visas de ingreso al país a las personas extranjeras, de conformidad 
con la presente Ley, su Reglamento y las directrices generales de visas de ingreso y permanencia 
para no residentes que emita la Dirección General. 

3) Consignar la visa, cuando corresponda y por el tiempo permitido, en los pasaportes o documentos 
de viaje, aceptados por Costa Rica, de las personas extranjeras cuyo ingreso al país haya sido 
autorizado por la Dirección General y de acuerdo con la categoría y subcategoría migratoria 
respectivas. 

4) Extenderles, cuando proceda, pasaporte o salvoconducto a las personas costarricenses en el 
exterior, según lo establecido por la presente Ley y su Reglamento. 



5) Emitir, previa autorización del director o la directora general, el documento migratorio para el 
ingreso a Costa Rica de las personas extranjeras residentes permanentes o residentes temporales 
en el país, que se encuentren en el exterior y no cuenten con representación diplomática ni 
consular acreditada en el país en el que se encuentren. 

6) Elaborar todos los informes que se establezcan reglamentariamente, respecto de los pasaportes 
y salvoconductos extendidos en el consulado, las libretas en blanco que posean y toda visa que 
otorguen o emitan, así como ejecutar todos los actos notariales o consulares que se requieran, 
en el cumplimiento de sus obligaciones como agentes de migración en el exterior. 

7) Informar a la persona extranjera sobre los alcances y las limitaciones de su categoría migratoria. 
8) Informar al Departamento de Refugiados sobre el deseo de un extranjero de acceder al 

procedimiento, para el reconocimiento de la condición de refugiado en Costa Rica. 
La enumeración anterior no limita las facultades que surjan de la presente Ley, su Reglamento o de otros 
cuerpos normativos vigentes. 
 
ARTÍCULO 23.- 
Las actuaciones del agente consular, al margen de las disposiciones de la presente Ley, su Reglamento o 
las directrices emitidas por la Dirección General, constituirán falta grave y serán causal de destitución sin 
responsabilidad patronal. Con tal propósito, la Dirección General remitirá la gestión correspondiente ante 
el titular de Relaciones Exteriores, quien interpondrá, si procede, la denuncia del caso ante el Ministerio 
Público.  Las actuaciones del agente consular al margen de la presente Ley serán absolutamente nulas. 
 
ARTÍCULO 24.- 
Cuando en el exterior se solicite un documento migratorio para una persona costarricense menor de edad 
indocumentada, cualquiera que sea el motivo, los cónsules costarricenses,  antes de extender dicho 
documento, deberán consultar a la Dirección General para determinar si la persona menor es 
efectivamente costarricense, así como la fecha, el puesto migratorio por el cual se efectuó su salida y la 
legalidad o ilegalidad de su egreso, el parentesco o interés que une al petente con el menor, y si egresó 
del país con la persona autorizada por la Dirección General. 
El Reglamento de la presente Ley establecerá el procedimiento para el retorno de la persona menor de 
edad. 
 

CAPÍTULO VI 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO MIGRATORIO 

 
ARTÍCULO 25.- 
Créase el Tribunal Administrativo Migratorio como órgano de desconcentración máxima adscrito al 
Ministerio de Gobernación y Policía, con competencia exclusiva e independencia funcional en el 
desempeño de sus atribuciones.  Lo resuelto por el Tribunal agotará la vía administrativa. 
El Tribunal Administrativo Migratorio tendrá sede en San José y competencia en todo el territorio 
nacional. 
 
ARTÍCULO 26.- 
El Tribunal Administrativo Migratorio estará integrado por tres miembros propietarios y tres suplentes, 
quienes actuarán en caso de ausencia, impedimento, recusación o excusa de los propietarios. 
El nombramiento de las personas miembros del Tribunal Administrativo Migratorio será potestad del 
Consejo Nacional de Migración, previo concurso público de antecedentes. 
Las personas miembros de dicho Tribunal serán nombrados por un período de seis años y podrán ser 
reelegidos, con el procedimiento indicado en el párrafo anterior. Para su remoción, deberán atenderse 



las formalidades dispuestas en el libro II, capítulo Del Procedimiento Ordinario, de la Ley general de la 
Administración Pública, N. º 6227, de 2 de mayo de 1978. 
Los miembros del Tribunal Administrativo Migratorio serán juramentados por el presidente del Consejo 
Nacional de Migración. 
 
ARTÍCULO 27.- 
Para ser miembro propietario y suplente del Tribunal Administrativo Migratorio, deberá tenerse el grado 
mínimo de licenciatura y experiencia mínima de cinco años en materia migratoria u otras afines.  Dos 
miembros propietarios y sus respectivos suplentes deberán ser abogados. 
Tanto los miembros propietarios como los suplentes deberán ser personas que, por sus antecedentes, 
títulos profesionales y reconocida competencia en la materia, sean garantía de imparcialidad y acierto en 
el desempeño de sus funciones.  
Los propietarios deberán trabajar tiempo completo, en tanto a los suplentes se les remunerarán sus 
servicios solo cuando ejerzan efectivamente la suplencia respectiva, por cualquier causa que la genere. 
Anualmente, este Tribunal elegirá de su seno un presidente, un vicepresidente y un secretario. 
 
ARTÍCULO 28.- 
El Tribunal Administrativo Migratorio deberá realizar sus funciones sujeto a los principios de oralidad, 
oficialidad, celeridad e inmediación de la prueba, sin perjuicio de la implementación de medios supletorios 
para la evacuación de la prueba, cuando las circunstancias así lo ameriten. 
El Tribunal deberá ajustar su actuación al procedimiento y las normas de funcionamiento establecidos en 
la presente Ley y su Reglamento, y supletoriamente, por la Ley general de la Administración Pública, N. º 
6227, de 2 de mayo de 1978; el Código Procesal Contencioso-Administrativo, N.º 8508, de 28 de abril de 
2006, y la Ley N.º 8220, Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, de 4 
de marzo de 2002. 
 
ARTÍCULO 29.- 
El Tribunal Administrativo Migratorio será el órgano competente para conocer y resolver los recursos de 
apelación planteados contra las resoluciones finales dictadas por la Dirección General de Migración y 
Extranjería, en materia migratoria, y contra las resoluciones finales dictadas por la Comisión de Visas 
Restringidas y Refugio, en materia de refugio. 
 
ARTÍCULO 30.- 
El Tribunal Administrativo Migratorio estará obligado a procurar el asesoramiento que considere idóneo 
y necesario cuando por la tecnicidad lo amerite, a fin de resolver cada extremo planteado, pues sus 
resoluciones deberán ser siempre razonadas.  El asesoramiento podrá provenir de cualquier organismo, 
nacional e internacional o de personas, jurídicas o físicas, no relacionadas con el asunto por resolver o 
interesadas en él. 


